	Fecha
	28 de noviembre de 1988
	Sesión número
	97

	Motivo: Habeas Corpus

	Recurrentes: María de la Cruz Corea Garbanzo, Inocente Castro Barahona, Álvaro Fernández Silva, Edgar Bader Huber

	Tutelado: Edgar Bader Huber

	Recurrido: Ministerio de Gobernación y Policía

	Objeto del recurso: Los recurrentes impugnan la detención y aparente tortura del tutelado.

	Respuesta del recurrido: La resolución de deportar al tutelado está emitida desde enero de 1988, y fue revocada su suspensión por el Tribunal Superior Contencioso Administrativo en setiembre del mismo año, por lo que para realizarla únicamente se espera el levantamiento de una medida cautelar en sede judicial.

	Parte dispositiva
	Sin lugar (detención justificada).


N° 97
SESIÓN ORDINARIA DE LA CORTE PLENA celebrada a las trece horas treinta minutos del veintiocho de noviembre de mil novecientos ochenta y ocho, con asistencia inicial de los Magistrados Blanco (Presidente); Coto, Cervantes, Chacón, Arias, Rodríguez, Zamora, Fernández, Arce, Ching, Ramírez, Guzmán, Houed, Gamboa y González.

Artículo XII
En escritos presentados el catorce, dieciséis, veintiuno, veintidós y veinticinco de noviembre de este año, la señora MARÍA de la CRUZ COREA GARBANZO, los licenciados INOCENTE CASTRO BARAHONA y ÁLVARO FERNÁNDEZ SILVA y EDGAR BADER HUBER interpusieron recurso de Hábeas Corpus a favor del citado señor BADER, y para fundamentarlo expresaron, en resumen, que esa persona fue violentamente detenida el catorce de este mes por un “grupo de tipo militar que se denomina Dirección de Estupefacientes, Investigaciones e Inteligencia”, por orden del Ministerio de Gobernación y Policía, aún cuando a la fecha mantiene su condición de “residente rentista”, y que actualmente se encuentra privado de su libertad en forma ilegítima y arbitraria, y recluido en la Unidad de Admisión y Contraventores de San Sebastián a la orden de dicha Autoridad, lugar en donde ha sido torturado, razón por la cual solicitan que sea sometido a examen médico legal. Agrega el señor Bader que su deseo es que se le permita trasladarse a Alemania, previa suspensión de la orden de impedimento de salida del país que fue ordenada por la Actuaria del Juzgado Tercero de Instrucción de esta ciudad.
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Al rendir el informe de ley, el licenciado Antonio Álvarez Desanti, Ministro de Gobernación y Policía, en escrito fechado el diecisiete de los corrientes expresó:

“PRIMERO: que el señor BADER HUBER se encuentra detenido a la orden de la Dirección General de Migración.

SEGUNDO: Que mediante resolución de las quince horas del 21 de enero de 1988, se canceló el status de residente rentista al señor Bader.
TERCERO: Que por resolución de las dieciséis horas del 29 de enero de 1988, se ordenó su deportación por parte de la Dirección General de Migración, la cual se encuentra vigente.
CUARTO: Que habiéndose presentado juicio contencioso administrativo, el Tribunal Superior Contencioso Administrativo, Sección Primera, en Incidente de Suspensión de los efectos del Acto Administrativo dictado por el Ministerio de Gobernación y Policía, mediante resolución de las catorce horas del 11 de agosto de 1988 revocó la suspensión de dicho acto, razón por la cual se mantienen vigentes las resoluciones citadas en los resultandos anteriores.

QUINTO: que la resolución de deportación no se ha podido hacer efectiva en razón de que existe impedimento de salida del país impuesto por el Juzgado Tercero de Instrucción de San José, por el delito de uso de documento falso, razón por la cual se realizan las gestiones para tratar de que se levante este impedimento.

SEXTO: Que mediante resolución de las catorce horas del treinta de setiembre de mil novecientos ochenta y ocho, la Dirección General de Migración ordena su detención con el fin de asegurar su deportación”.

-0-
Asimismo el señor Ministro, en memorial recibido el dieciocho del presente mes, agregó que “en ejercicio de las atribuciones que la Ley General de Migración le concede, procedió a cancelar el status de residente rentista al señor Bader mediante resolución de las quince horas, del veintiuno de enero de este año”.
Los conceptos expresados por el señor Ministro fueron reiterados por el señor Director General de Migración y Extranjería en escrito recibido el quince de noviembre en curso.

Por su parte, el licenciado Carlos Manuel Villalobos Rodríguez, Presidente del Tribunal Superior Tercero Penal de San José, en nota de dieciséis de este mes informó: “… que el expediente N° 1350-R-88 contra EDGAR BADER HUBER y otro por los delitos de FALSIFICACIÓN DE DOCUMENTO PÚBLICO y USO DE DOCUMENTO FALSO en perjuicio de la FE PÚBLICA, fue recibido en este despacho para resolver los recursos de Apelación interpuestos por los licenciados KATTIA FERNÁNDEZ GONZÁLEZ, Agente Tercera Fiscal, e INOCENTE CASTRO BARAHONA, contra el auto de procesamiento y prisión preventiva y prórroga extraordinaria. Además, le informo que el señor BADER HUBER no se encuentra detenido a la orden de este Tribunal, pues fue excarcelado por el Juzgado Tercero de Instrucción de San José”.

A requerimiento de esta Corte, el señor Mario Quirós Lara, Presidente Ejecutivo del Instituto Costarricense de Turismo, en oficio PE-176-88 de veintitrés de los corrientes, expresó:
“En cumplimiento a la disposición de la Corte Plena y a lo solicitado en el oficio 7166-88 del 22 de noviembre del año en curso, me permito remitirle adjunto los siguientes documentos:

· Fotocopia certificada del oficio del Ministerio de Gobernación, solicitándole a la Junta Directiva de esta institución, la cancelación del status de pensionado rentista del señor Edgar Bader Huber.

· Certificación de los acuerdos de la Junta Directiva del Instituto Costarricense, sobre los trámites que de acuerdo a lo dispuesto de la Ley General de Administración Pública, se deben seguir, una vez recibida la solicitud del señor Ministro de Gobernación”.
Asimismo el señor Ministro de Gobernación presentó el memorial que literalmente dice:
“Según la información suministrada por la Organización Internacional de la Policía Criminal, al extranjero en mención ‘se le tiene como uno de los más connotados sujetos de origen alemán radicados en Costa Rica desde setiembre de 1983. Desde entonces se ha logrado establecer que este sujeto lleva a cabo negocios ilícitos de gran envergadura, mediante la integración de una banda de la cual él es el líder’ (copia literal).

Asimismo, como consta en el expediente en poder de este Despacho, el Embajador de Alemania informa que existen contra BADER en la República Federal de Alemania varias órdenes de captura, de fecha 2 de diciembre de 1983, 21 de marzo de 1985; 9 de abril de 1985; 29 de diciembre de 1986 y 8 de enero de 1988 de parte de la Fiscalía de Berlín – Tiergarten.

En oficio también del Segundo Secretario de dicha embajada, se informa que en Alemania se le acusa de defraudación fiscal por un valor de dieciséis millones de marcos alemanes, falsificación de documentos en 62 casos, contrabando profesional y encubrimiento en por lo menos 66 casos por un valor de siete mil seiscientos millones de marcos alemanes, y sospecha de falsificación de pasaporte, indicando también que según información del Procurador Federal General del Tribunal Supremo Federal, el señor BADER durante el lapso de 1968 a 1972 está registrado con varios antecedentes penales como estafa y otros delitos.

Teniendo este Despacho conocimiento de los hechos indicados, y considerando que el señor BADER por sus antecedentes y conducta desplegada en nuestro país se convirtió en un extranjero que no se ha hecho acreedor al beneficio de permanecer indefinidamente en el territorio nacional, ya que no se ajustó a las normas de convivencia de la sociedad costarricense, procedió en cumplimiento de las funciones que le son propias a hacer el estudio migratorio y a realizar los actos legales necesarios para ponerlo en forma inmediata fuera del territorio nacional.

Mediante resolución de las quince horas del 21 de enero de 1988, el Ministro de Gobernación y Policía canceló la residencia a EDGAR BADER HUBER.
Por resolución de las dieciséis horas cuarenta y cinco minutos del 29 de enero de 1988, la Dirección General de Migración ordenó su deportación.
Habiéndose presentado juicio contencioso administrativo, el Tribunal Superior Contencioso Administrativo, Sección Primera, en Incidente de Suspensión de los efectos del Acto Administrativo dictado por el Ministerio de Gobernación y Policía, mediante resolución de las catorce horas del 11 de agosto de 1988 revocó la suspensión de dicho acto, razón por la cual se mantienen con plena vigencia las resoluciones antes mencionadas de cancelación de residencia y deportación. Por resolución de las catorce horas del 30 de setiembre de 1988, la Dirección General de Migración ordena su detención con el fin de asegurar su deportación.

ASPECTOS JURÍDICOS
De conformidad con lo dispuesto por el artículo 54 de la Ley General de Migración: ‘El Ministro de Gobernación y Policía podrá, igualmente, cancelar, sin previa audiencia, la residencia o la permanencia de un extranjero en el país, cuando así lo aconsejen razones de seguridad nacional, de orden público o circunstancias especiales’.

Mediante la resolución indicada de 21 de enero de 1988 el Ministro de Gobernación, en uso de las facultades conferidas por esa norma, canceló la residencia al señor Bader.

Dispone el artículo 118 de la Ley General de Migración: ‘La deportación es el acto ordenado por la autoridad migratoria competente, por medio del cual se pone fuera de la frontera del territorio nacional al extranjero que se encuentre en cualquiera de las siguientes situaciones: … 4) Permanecer en el territorio nacional una vez cancelada su residencia’.

Por resolución del 29 de enero de 1988, antes citada, la Dirección General de Migración ordenó la deportación del señor Bader Huber, lo que se hizo de conformidad con las facultades otorgadas por el artículo 118 en mención.

Reiteradamente esa Honorable Corte ha dispuesto en relación con las disposiciones antes citadas, lo siguiente: ‘… lo cierto es que el señor Ministro de Gobernación y Policía ha actuado en uso de las facultades que le otorgan los artículos 54 y 56 de la Ley de Migración y Extranjería, pues la primera de esas normas dispone que el Ministro de Gobernación y Policía podrá cancelar, sin previa audiencia, la residencia o la permanencia de un extranjero en el país, cuando así lo aconsejen razones de seguridad nacional, de orden público o circunstancias especiales; y la otra regla señala que al extranjero al que se le hubiere cancelado su status migratorio en el país, deberá abandonar el territorio nacional en el plazo que fije la autoridad competente para tal efecto, bajo apercibimiento de ordenar su expulsión o deportación, según corresponde, si no acata lo dispuesto. Por lo demás, la Corte Plena reiteradamente se ha pronunciado en el sentido de que corresponde al Poder Ejecutivo resolver lo que estime pertinente en cuanto al ingreso y permanencia de extranjeros en el territorio nacional, y de que la existencia de una causa penal, como ocurre con el señor Norten, lo es obstáculo para que se le expulse del territorio nacional (ver acuerdo de la sesión celebrada el primero de octubre del año pasado, artículo I)’ (Corte Interina, sesión extraordinaria de 2 de febrero de 1988, Hábeas Corpus a favor de Siegfried Rudolf Woter cc/ Roger Norten).
‘No cabe duda que la resolución que cancela el status migratorio al recurrente y la que concede el término de 48 horas para hacer abandono del país, fueron dictadas acertadamente con fundamento en los numerales 54 y 56 de la Ley General de Migración y Extranjería N° 7033 del 4 de agosto de 1986, disposiciones ambas del capítulo de dicha ley denominado ‘De la Cancelación de la Residencia o Permanencia’, que regula situación diferente a la de expulsión o deportación.
El numeral 54 faculta al jerarca de ese Ministerio a cancelar sin previa audiencia, la residencia o permanencia del extranjero en el país, por las razones dichas; el otorgamiento del plazo de 48 horas para abandonar Costa Rica se basa en la facultad que le otorga el artículo 56 citado. Ambas decisiones son potestades del Ministro de Gobernación y Policía, autorizadas expresamente por la ley; la jurisprudencia ha establecido que la potestad de apreciar si la residencia o permanencia de un extranjero en el país es contraria a la seguridad nacional, al orden público o se impone por circunstancias especiales, es de carácter discrecional y facultativo del mencionado funcionario’ (Corte Interina, Recurso de Amparo de LI SHIEH CHEN, resolución de las 9 horas del 29 de febrero de 1988).
Asimismo la Corte Plena, en artículo único de la sesión extraordinaria (W-60) de las catorce horas treinta minutos del 10 de agosto de 1939, dispuso claramente lo siguiente: ‘A) que la ‘Convención sobre Condición de Extranjeros’ celebrada en la IV Conferencia Internacional Americana, en la ciudad de La Habana, República de Cuba, el año 1928, fue aprobada aquí por el Congreso Constitucional, según Decreto N° 40 de diecinueve de diciembre de mil novecientos treinta y dos, de mil novecientos treinta y dos, y ratificada luego y refrendada constitucionalmente por el Poder Ejecutivo a los ocho días del mes de mayo de mil novecientos treinta y tres, “teniéndola como Ley de Costa Rica y comprometiendo para su observancia el honor nacional”. B) Que tanto por tratarse de una ley visiblemente de orden público, como por ser ella posterior al Decreto de 18 de junio de 1894, ÉSTE DEBE TENERSE POR ABROGADO EN CUANTO SUS DISPOSICIONES DE COARTEN AL PODER EJECUTIVO EL LIBRE EJERCICIO DE LOS DERECHOS QUE LA CONVENCIÓN LE CONFIERE A EFECTO DE LA MISMA Y PARA EL LLENO DE SUS DEBERES INTERNACIONALES, ASÍ EN LO ESTRICTAMENTE ORDENATIVO COMO EN LO FACULTATIVO Y PRUDENCIAL’.
DEFINICIÓN MIGRATORIA E INSTITUTO COSTARRICENSE DE TURISMO
Es discrecional y potestativo del Poder Ejecutivo lo referente al ingreso y la permanencia de los extranjeros en el territorio nacional.

El Instituto Costarricense de Turismo es una institución autónoma cuya finalidad primordial es la de incrementar el Turismo en el país (artículo 4 Ley Orgánica del Instituto Costarricense de Turismo).

Como bien conoce esta Honorable Corte, es competencia del Poder Ejecutivo lo referente al orden y la seguridad del país, razón por la cual las normas legales confieren la competencia del control migratorio al Poder Ejecutivo.

Así tenemos, que si bien el Instituto Costarricense de Turismo autoriza una condición como lo es la de rentista o pensionado, cumpliendo con una serie de requisitos tendientes a comprobar esa condición, el status migratorio, o sea el permiso o autorización migratoria para ingresar y permanecer en el país, es atribución exclusiva del Poder Ejecutivo, de ahí que los documentos de los residentes pensionados y rentistas los emite la Dirección General de Migración y no el Instituto Costarricense de Turismo. Atribución que nunca puede pasar a manos de una institución autónoma cuyos fines principales son diferentes a los de seguridad nacional y orden público que sí son materia primordial del Poder Ejecutivo y en el presente caso ejercidos a través de funciones propias del Ministerio de Gobernación y Policía, como lo es la función del control de ingreso y permanencia de extranjeros en el país. El Instituto Costarricense de Turismo no tiene ninguna función migratoria, razón por la cual el Poder Ejecutivo, en uso de las facultades legales que le son propias, si considera que un extranjero, con cualquier condición migratoria, pone en peligro la seguridad del país, puede cancelar su residencia y ordenar su deportación. Así lo dispone también el pronunciamiento de la Procuraduría General de la República C-235 de 1° de diciembre de 1987, el cual es vinculante y que establece: ‘… no cabe duda respecto a la competencia exclusiva del Poder Ejecutivo en cuanto a la determinación del status migratorio de los extranjeros, incluso de los residentes pensionados y residentes rentistas’.
A mayor abundamiento debe destacarse que los miembros de la Junta Directiva del Instituto Costarricense de Turismo son especialistas en asuntos turísticos, tal y como lo establece el artículo 14 de su Ley Orgánica, además de ser miembros del sector privado, obviamente en quienes no pueden estar delegadas potestades soberanas del Estado en materia de Migración.
Deseo dejar claro a esa Honorable Corte que este Despacho, mediante oficio N° 4005 de 30 de setiembre de 1988, lo que hizo fue poner en conocimiento del Instituto Costarricense de Turismo que el Tribunal Superior Contencioso Administrativo, Sección Primera, en Incidente de Suspensión de los efectos del Acto Administrativo dictado por el Ministerio de Gobernación y Policía, mediante resolución de las catorce horas del 11 de agosto de 1988 revocó la suspensión de dicho acto, razón por la cual se mantienen vigentes las resoluciones de este Despacho, de cancelación de residencia y la orden de deportación.
Siendo una facultad potestativa y discrecional del Poder Ejecutivo la permanencia de los extranjeros en el territorio nacional, no puede una institución ajena a éste, si el Poder Ejecutivo consideró no conveniente para el país su permanencia por comprometer el orden público, la seguridad nacional o por circunstancias especiales, intervenir en una función discrecional y potestativa de este Poder.

Debe quedar claro que lo que el Instituto Costarricense de Turismo autoriza es una condición (rentista o pensionado) pero la autorización de permanecer o no en el territorio nacional (status migratorio) es función exclusiva del Poder Ejecutivo a través del Ministerio de Gobernación y Policía.

En razón de lo expuesto, una vez cancelada la residencia de acuerdo con las facultades del artículo 54 y 118 inciso 4) de la Ley General de Migración, se hace del conocimiento del Instituto Costarricense de Turismo para que lo haga constar en sus expedientes y tengan conocimiento de que al tener cancelada su residencia, no pueden gozar de las exenciones y privilegios (pasaporte) que la ley actual o anterior les concedía al ser pensionados o rentistas.

Debe tomarse en consideración que, cualquier duda que genere la aplicación de la Ley N° 4812 de 28 de julio de 1971, ‘de Residentes Pensionados o Residentes Rentistas’, ha quedado aclarada con la promulgación de la Ley General de Migración y Extranjería que, por ser posterior y de orden público, deroga todas las demás disposiciones legales migratorias que se le opongan o resulten incompatibles con su aplicación, como bien lo establece en su artículo 155. 

Como reiteradamente ha resuelto esta Corte, la detención es el medio material idóneo para cristalizar la expulsión y deportación de extranjeros indeseables (Corte Interina, catorce horas, 12 de febrero de 1988, Siegfried Rodolf Wolter, Recurso de Amparo).

En el caso del señor Bader, si bien tiene impedimento de salida, debe tomarse en cuenta que el delito por el cual se le está juzgando atenta contra la seguridad del Estado, aparte de que, de acuerdo con la información que se tuvo a la vista para cancelarle la residencia, es un individuo de conducta peligrosa para la convivencia y seguridad del país.

La Ley General de Migración autoriza, en el artículo 113 párrafo segundo, como medida precautoria para asegurar la deportación, la detención del extranjero”.
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Se tuvieron a la vista tanto el expediente administrativo que se sigue ante el Ministerio de Gobernación y Policía en el caso del señor Bader Huber, como el N° 1804-3-87, que corresponde a la sumaria que se sigue en contra del señor Bader en el Juzgado Tercero de Instrucción de esta ciudad por los delito de falsificación de documento público y uso de documento falso, y en ambos constan las actuaciones de que se dio cuenta.
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Con base en lo que se ha dejado expuesto, se resolvió: declarar sin lugar el recurso interpuesto, pues conforme reiteradamente lo ha resuelto la Corte en casos análogos, no puede considerarse ilegítima la detención de extranjeros que se encuentren ilegalmente en el país, porque constituye el medio físico para asegurar que la expulsión podrá llevarse a cabo, medida que ya fue ordenada por la Dirección General de Migración y Extranjería, pero que no se ha podido ejecutar porque en contra de esa persona se dictó auto de procesamiento y prisión preventiva en la causa que se sigue en su contra en el Juzgado Tercero de Instrucción de esta ciudad, y porque en ese mismo asunto se ordenó el impedimento de salida del señor Bader. Así votaron los Magistrados Blanco, Cervantes, Chacón, Arias, Rodríguez, Zamora, Fernández, Arce, Ching, Ramírez, Guzmán, Houed y Gamboa.

Los Magistrados Coto y González se pronunciaron por declarar con lugar el recurso, pues la deportación no puede ejecutarse mientras se encuentre sin resolver la causa que está pendiente contra el señor Bader, y en esas condiciones no existe motivo legal que justifique la privación de libertad.
